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1 Numero de Sentencia Sentencia T-045/2010
2 Tipo de Sentencia Tutela
3 Fecha de la Sentencia 02 de Febrero de 2020
4 Magistrado Ponente Dra.  Maria Victoria  Calle Correa
5 Magistrados que 

Salvaron el Voto
NA

6 Magistrados que 
aclararon el voto 

NA

7 Actor o accionante Acción de tutela instaurada por la Comisión Colombiana 
de Juristas en representación de Diana Carmenza 
Redondo, Argénida Torres, María Romero y Juana 
Cárdenas, contra el Ministerio de Protección Social

8 Hechos o elementos 
facticos

Cuatro mujeres, víctimas de las dos masacres 
perpetradas en el Corregimiento de El Salado en los 
años 1997 y 2000, interpusieron acción de tutela contra 
el Ministerio de la Protección Social por considerar 
que dicha entidad vulneró su derecho a la salud, al no 
adoptar medidas pertinentes para garantizar atención 
oportuna a las secuelas físicas y psicosociales derivadas 
de la condición de víctimas del conflicto armado.

9 Normas constitucionales 
objeto del 
pronunciamiento

NA

10 Procedimientos 
anteriores El veintinueve (29) de julio de dos mil nueve (2009), 

el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena 
– Sala de decisión Civil de Familia profirió sentencia 
denegando la protección de los derechos invocados 
por el accionante al considerar que: “No obstante los 
hechos argüidos por el accionante (…) no encuentra la 
Sala procedente endilgar violación alguna al derecho 
fundamental a la salud de las accionantes a la entidad 
encartada, toda vez que si bien afirma que éstas no 
han recibido la atención integral en salud de acuerdo a 
su calidad especial de desplazadas por la violencia y a 
sus graves padecimientos de salud, no se puede pasar 
por alto que la entidad encargada de la prestación de 
los distintos servicios de salud no es directamente el 
Ministerio de la Protección Social.”

La decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Cartagena – Sala de decisión Civil de Familia no fue 
impugnada por ninguna de las partes intervinientes

11 Problema Jurídico de la 
Sentencia

Establecer si el Estado Colombiano, representado 
por  la autoridad acusada (Ministerio de la Protección 



Social), vulneró el derecho a la salud de las señoras 
Diana Carmenza Redondo, Argénida Torres, María 
Romero y Juana Cárdenas, quienes en su condición de 
víctimas de graves violaciones a los derechos humanos 
solicitaron atención en salud psiquiátrica y psicosocial, 
al circunscribir la atención solicitada únicamente a los 
planes básicos, en los distintos regímenes. 

12 Decisión  REVOCAR el fallo proferido por el Juzgado el Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Cartagena – Sala de 
decisión Civil de Familia y en su lugar CONCEDER la 
protección del derecho a la salud de las señoras Diana 
Carmenza Redondo, Argénida Torres, María Romero y 
Juana Cárdenas.
ORDENAR. al Ministerio de la Protección Social que, en 
el termino de quince (15) días contados a partir de la 
notificación de la presente providencia, en coordinación 
con las Secretarías de Salud de las entidades territoriales 
en las cuales se encuentren ubicadas las accionantes, 
esto es, las Secretarías de Salud de los Departamentos 
de Bolívar, Atlántico y Sucre y con las entidades que 
designen para la prestación de los servicios de salud, 
realicen una valoración médica especializada de las 
accionantes que incluya tanto el diagnóstico por parte 
de profesionales en salud mental (psicólogos y 
psiquiatras) como salud física, acompañados por 
profesionales expertos en enfoque psicosocial para 
víctimas, para lo cual pueden solicitar orientación a 
cualquiera de las organizaciones intervinientes en el 
presente proceso, para determinar el curso de acción y 
el tratamiento a seguir en cada caso. Así mismo, estos 
profesionales deberán hacerle seguimiento continuo al 
estado de salud física y mental de las afectadas hasta 
que se restablezcan sus condiciones normales de salud. 
La responsabilidad de la asistencia en salud a las señoras 
Diana Carmenza Redondo, Argénida Torres, María 
Romero y Juana Cárdenas, pese a la coordinación que 
realice con las entidades competentes, recaerá en el 
Ministerio de la Protección Social. Si alguna de las 
accionantes se trasladara de Departamento, el 
Ministerio deberá coordinar la prestación de los servicios 
con la Secretaría de salud del Departamento 
correspondiente. El Ministerio deberá también 
garantizar que se vincule en la atención psicosocial a las 
familias de las tutelantes y a las personas que después 
de la evaluación realizada por el equipo 
interdisciplinario, éste estime conveniente, como podría 
ser el caso de miembros de la comunidad que 
constituyen la red de apoyo social para las accionantes, 



esto en tanto se trata de entornos de soporte 
constituidos por personas con experiencias traumáticas 
compartidas. 
Tercero.- ORDENAR al Ministerio de la Protección Social 
que coordine acciones efectivamente conducentes a 
que los recursos financieros requeridos para costear los 
tratamientos estén disponibles y para que los obstáculos 
administrativos, tales como la falta de carné o de 
contrato específico con la EPS o centro especializado 
sean superados, además de garantizar una atención 
integral en salud. Para esto debe determinarse cuál 
es el centro de salud especializado que debe atender 
a cada accionante teniendo en cuenta la cercanía con 
el sitio de vivienda y las necesidades de tratamiento 
específico que resulten de la valoración que se les haga, 
de conformidad con el siguiente numeral Esta atención 
y seguimiento deberá prestarse hasta que se restablezca 
la salud de las afectadas. 
  
Cuarto.- ORDENAR A la Agencia Presidencial para la 
Acción Social y la Cooperación Internacional (Acción 
Social) que, en el término de 15 días, contados a partir 
de la notificación de la presente providencia, valore 
las condiciones de vulnerabilidad extrema en las que 
se encuentran las accionantes y determine el estado 
actual de las ayudas recibidas por estas y sus núcleos 
familiares, como víctimas del desplazamiento forzado, 
para que, adelante y concluya las acciones necesarias 
para que se les garantice el acceso efectivo a los planes 
y programas de atención y estabilización a los que 
tiene derecho. Esto incluye el ofrecerles una solución 
definitiva mediante la ejecución de programas serios y 
continuados de estabilización económica y social, hasta 
tanto las condiciones que dieron origen a la vulneración 
de sus derechos fundamentales desaparezcan. 
  
Quinto.- ORDENAR al Ministerio de la Protección Social 
que, en el plazo máximo de seis meses, contados a partir 
de la notificación de esta providencia, en coordinación 
con las entidades encargadas de prestar los servicios 
de salud a nivel territorial y con las entidades del 
SNAIPD, diseñe e implemente los protocolos, programas 
y políticas necesarias de atención en salud que 
respondan a las necesidades particulares de las víctimas 
del conflicto armado, sus familias y comunidades, 
especialmente en lo referido a la recuperación de los 
impactos psicosociales, producidos por su exposición a 
eventos traumáticos desencadenados por la violencia 



sociopolítica en el país. Estos protocolos, programas y 
políticas deben, como mínimo, comprender:

1     Un ámbito de cobertura necesario y obligatorio que le 
permita enfrentar la realidad fáctica de las víctimas de 
desplazamiento forzado, en particular las afecciones a su 
salud mental y emocional así como al proyecto de vida y 
las relaciones con el entorno familiar, cultural y social. 

2.    Sistema de promoción y prevención de la salud con 
enfoque diferencial.

3.    Construcción de indicadores de impacto que faciliten 
el seguimiento y veeduría de su aplicación. En 
este punto además se requiere que se posibiliten 
prácticas participativas que integren a la comunidad y 
promuevan su acción en la promoción, la prevención y el 
tratamiento de la salud mental.

4.    En el diseño de programas de atención en salud mental a 
víctimas de la violencia sociopolítica se deben incorporar 
estrategias que permitan abordar las secuelas colectivas 
y daños psicosociales comunitarios generados por los 
hechos violatorios; ya que lo colectivo se convierte 
en condición para garantizar un entorno adecuado y 
protector de la salud mental. De igual manera se deben 
contemplar los entornos culturales e históricos. 

5.    Es también primordial garantizar el acceso a los 
medicamentos, procedimientos, diagnósticos y atención 
por servicios especializados, estén o no cubiertos por 
el POS, como vía para garantizar servicios oportunos y 
pertinentes adecuados a las necesidades particulares de 
la población en situación de desplazamiento. 

6.    Implementar estrategias de divulgación que 
permitan a la población víctima del conflicto 
armado y del desplazamiento forzado conocer 
y acceder a los servicios de salud diseñados 
especialmente para este sector.

  
7.    Estos programas deben contar con indicadores 

de resultado de goce efectivo de derechos, así 
como los criterios de racionalidad señalados por 
la Corte Constitucional en los Autos 092 y 237 de 
2008.

  

Sexto.- Para asegurar el cumplimiento de estas órdenes 
por parte de las distintas autoridades, se comunicará 
la presente sentencia al Defensor del Pueblo y al 
Procurador General de la Nación para que, dentro de la 



órbita de sus competencias, efectúen un seguimiento del 
cumplimiento del presente fallo y vigilen la actuación de 
las autoridades.
Séptimo.-  Para garantizar la más amplia participación 
de las organizaciones nacionales e internacionales 
que promueven los derechos de las víctimas del 
conflicto armado, en el proceso de cumplimiento de 
las órdenes impartidas en la presente providencia se 
COMUNICA la misma a las organizaciones Casa de la 
Mujer, SISMA Mujer, Pastoral Social, a la Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación, a la Comisión 
de Seguimiento a la Política Pública de Atención a la 
Población Desplazada, a la Fundación Dos Mundos, 
a Plan Internacional, a AFRODES, a la Organización 
Nacional Indígena de Colombia – ONIC, a AICO y a PAISS 
y DEJUSTICIA

13 Doctrina del caso 
concreto en la decisión 
mayoritaria     ( tesis)

 
El  artículo 13 de la Constitución Política, en aras de garantizar 
el derecho a la igualdad de manera real y efectiva, señala 
la obligación, en cabeza del Estado, de adoptar medidas en 
favor de grupos discriminados o marginados y de proteger 
especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentran en circunstancias de 
debilidad manifiesta
 
De conformidad con este mandato constitucional, la 
jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que, en el 
caso de las personas víctimas del conflicto armado interno, 
que además ostentan la calidad desplazados, debe darse un 
amparo especial por parte de las autoridades dadas sus 
condiciones de extrema vulnerabilidad. En tal sentido en la 
Sentencia T-025 de 2004 se sostuvo: “por las circunstancias 
que rodean el desplazamiento interno, las personas –en su 
mayor parte mujeres cabeza de familia, niños y personas de la 
tercera edad  que se ven obligadas “a abandonar 
intempestivamente su lugar de residencia y sus actividades 
económicas habituales, debiendo migrar a otro lugar dentro de 
las fronteras del territorio nacional”  para huir de la violencia 
generada por el conflicto armado interno y por el 
desconocimiento sistemático de los derechos humanos o del 
derecho internacional humanitario, quedan expuestas a un 
nivel mucho mayor de vulnerabilidad, que implica una 
violación grave, masiva y sistemática de sus derechos 
fundamentales y, por lo mismo, amerita el otorgamiento de 
una especial atención por las autoridades
Adicionalmente esta Corporación ha reconocido que las 
circunstancias de extrema de vulnerabilidad se agudizan, 
cuando los actos de violencia, en el marco del conflicto 
armado, se ejercen contra las mujeres. De acuerdo con el Auto 
092 de 2008 proferido por este Tribunal en el ámbito de la 



prevención del desplazamiento forzoso se identifican por lo 
menos diez (10) factores de vulnerabilidad específicos a los 
que están expuestas las mujeres por causa de su condición 
femenina en el marco de la confrontación armada interna 
colombiana, que no son compartidos por los hombres, y que 
explican en su conjunto el impacto desproporcionado del 
desplazamiento forzoso sobre las mujeres
El Auto 092 se sostuvo: “(…) en el ámbito de la prevención del 
desplazamiento forzoso y al identificar los riesgos de género 
en el conflicto armado colombiano, la Corte hace hincapié 
en el riesgo de violencia sexual, constatando la gravedad y 
generalización de la situación de que se ha puesto de presente 
por diversas vías procesales ante esta Corporación en este 
sentido.
 
De conformidad con reiterada jurisprudencia de esta 
Corporación las entidades públicas encargadas de garantizar 
la prestación de los servicios de salud, deben preocuparse 
no sólo por cumplir los cuatro elementos esenciales 
e interrelacionados del derecho a la salud, a saber, 
disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad, sino 
que además deben contemplar las circunstancias particulares 
que se desprenden del hecho de ser víctimas del conflicto 
armando y del desplazamiento forzado, tales como la 
dificultad de acceder a los servicios de salud, el incremento de 
riesgo para contraer enfermedades que surge a partir de las 
condiciones deplorables a las que son sometidas las personas 
en situación de desplazamiento, las circunstancias de extrema 
de vulnerabilidad agudizada cuando los actos de violencia 
se ejercen contra las mujeres, las precarias condiciones 
económicas de las víctimas y de sus núcleos familiares y la 
inestabilidad emocional.
En este sentido, la prestación de los servicios de salud a las 
víctimas del conflicto armado interno que además ostentan 
la calidad de desplazados no puede limitarse únicamente 
a los planes básicos que se contemplan en cada uno de 
los regímenes, es decir, en el Régimen Contributivo y en el 
Subsidiado, debido a que en el diseño de estos programas 
no se contemplaron las especificidades que se derivan de la 
condición de víctima del conflicto interno.
En el caso de las mujeres víctimas de desplazamiento, la Corte 
Constitucional ordenó al gobierno nacional en los Autos 092 
y 237 de 2008 desarrollar un programa de atención especial 
para las víctimas de violencia sexual y violencia intrafamiliar. 
El punto de partida y el fundamento común de este tipo de 
programas fue precisamente el carácter de sujetos de especial 
protección constitucional.
 

14 Doctrina del caso 
concreto para el 
salvamento del voto

NA

15 Doctrina del caso NA



concreto para la 
aclaración del voto 

 


